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EXPOSICIÓN SINÓPTICA DEL MEMORIAL DE AMICUS CURIAE.     1 

INFORMAN EXPOSITORES. 2 

Excma. Corte Suprema:  3 

   PEDRO A. CAMINOS, en su carácter de Presidente de la ASOCIACION CIVIL DE 4 

ESTUDIOS CONSTITUCIONALES ACEC, con el patrocinio letrado de MARÍA LORENA 5 

GONZÁLEZ TOCCI, Abogada, Tomo 66 Folio 190 C.P.A.C.F., ambos socios fundadores de la 6 

Asociación con domicilios electrónicos 27-23521313-0 y 20-29393843-2, en los autos: 7 

“DENEGRI, NATALIA RUTH c/GOOGLE s/DANOS Y PERJUICIOS: 8 

INCIDENTE AMICUS: CIV 50.016/2016/2  ante V.E. respetuosamente decimos:  9 

  I. OBJETO: En cumplimiento de lo dispuesto en el art. 6 de la Ac. 30/2007, 10 

adjuntamos la exposición sinóptica de la presentación del memorial de  Amicus Curiae 11 

presentada en esta causa.  Asimismo, informamos que en la audiencia publica del 17 de marzo 12 

de 2022 participaran como expositores el Dr. Pedro A. Caminos (DNI 29.393.843) y la Dra. 13 

María Lorena González Tocci (DNI 28.521.313), en forma conjunta. 14 

 II. EXPOSICIÓN SINÓPTICA: 1. En el presente caso, se requiere que la Corte 15 

Suprema resuelva si alguna norma de derecho federal establece un derecho al olvido que 16 

justifique el reclamo que una persona, que no alegó una violación a su derecho a la intimidad ni 17 

a la protección de su imagen y cuya honra y buena reputación no fueron afectadas por terceros, 18 

le pueda dirigir a un buscador de internet con el fin de que proceda a desindexar información 19 

veraz por el mero paso del tiempo y el deseo de aquella persona de olvidar los hechos reflejados en ella. En caso 20 

de que exista tal derecho, la Corte deberá especificar también en qué supuestos su aplicación 21 

podría derrotar a los principios constitucionales que protegen a la libertad de expresión. 2. El 22 

punto debatido es si un deber tal puede ser impuesto como resultado de una especificación de 23 

normas constitucionales relativamente abstractas. Por lo tanto, este caso es interesante porque 24 
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la Corte deberá realizar un ejercicio de interpretación constitucional que tendrá un innegable 1 

componente innovador. 3. En nuestra presentación, sugerimos un estándar de implementación 2 

ceñido a los hechos del caso y que estará fundamentado en los precedentes de la Corte relativos, primero, a los 3 

deberes que tengan los buscadores de internet y, de modo más general, en los principios relacionados con la libertad 4 

de expresión (leading case Rodríguez, María Belén” Fallos 337:1174, sentencia del 28 de octubre de 5 

2014, reafirmado en la  causa  “Gimbutas” Fallos 340:1246, de 2017,” y “Mazza, Valeria” sentencia 6 

del 24 de junio de 2021.  Una decisión mínima respecto del estándar de implementación en 7 

cuanto a su fundamentación reducirá costos de planificación pues, al ser coherente con el modo 8 

en que se resolvieron casos análogos en el pasado, les permitirá a los involucrados guiar su acción 9 

teniendo en cuenta normas y criterios conocidos y no novedosos. 4. El derecho al olvido digital 10 

fue reconocido por primer vez en  el caso “Costeja” (Google Spain) citado en la sentencia 11 

recurrida en esta causa.  Los contornos del caso resuelto por el Tribunal Europeo son muy 12 

diferentes al que debe resolver V.E.  En efecto, contrariamente a lo argumentado en la sentencia 13 

recurrida, ese Tribunal tuvo en cuenta la noción de  interés público y la condición de persona no 14 

publica de Costeja, y además, advirtió que un derecho al olvido absoluto podría traer problemas 15 

de aplicación e interpretación frente a todo aquello que es de interés público. 5. En el presente  16 

caso, uno de los problemas de implementacion del derecho al olvido surge de los estandares 17 

constitucionales vigentes en nuestro sistema vinculados con el derecho al honor, la libertad de 18 

expresion y el derecho a la informacion. El punto decisivo es establecer la existencia de un asunto 19 

de interes publico o general reflejado en la noticia y solo a partir de esa determinacion previa, 20 

sera posible considerar si existe o no una reduccion de la custodia del hornor respecto de las 21 

personas mencionadas en una publicacion. Este criterio resulta por demas relevante en lo que 22 

refiere a la implementacion del derecho al olvido digital, en tanto supone la posibilidad de 23 

suprimir de la esfera publica datos veraces sobre un pasado celebre o popular que se pretende 24 

olvidar por resultar incomodo en el presente, como se plantea en este caso, intentando imponer 25 
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ese deber de purga a demanda del pasado de figuras mediaticas en cabeza de los buscadores de 1 

Internet.  El riesgo radica justamente en habilitar una herramienta que permita a las personas 2 

celebres, publicas o mediáticas construir un pasado a su medida, obligando a los editores de las 3 

paginas web o a los gestores de los motores de búsqueda a eliminar el tratamiento de sus datos 4 

personales cuando se asocian a hechos que no se consideran positivos.  Pero el derecho al olvido 5 

digital no puede ser admitido para aquellos que se exponen a si mismos públicamente, como una 6 

herramienta hábil para exigir que se construya un pasado digital a gusto, controlando el discurso 7 

sobre si mismos, eliminando de Internet las informaciones negativas, posicionando a su antojo 8 

los resultados de las búsquedas en Internet. De esta manera, se formulo una valoración peculiar 9 

y antojadiza para admitir el derecho al olvido digital respecto de una persona celebre, publica, y 10 

mediatica. Esa valoración excede los estándares fijados en el precedente del Tribunal europeo 11 

en el que se apoya la sentencia recurrida, y a su vez, resulta particularmente ajena a los estándares 12 

de implementación diseñados por V.E. frente a los conflictos suscitados entre la libertad de 13 

expresión y el derecho al honor.  Toda la argumentación que ofrece la sentencia recurrida reposa 14 

en una apreciación subjetiva, que además,  es notoriamente irrelevante a los fines de  determinar 15 

la procedencia del derecho al olvido. La libertad de expresión y el derecho a informarse no se 16 

limitan a la prensa escrita ni a los contenidos políticos o judiciales ni mucho menos a lo que se 17 

expresa con una noción por definición subjetiva del buen gusto. La sentencia omite aspectos 18 

relevantes para construir una argumentación solida que avala la decisión de admitir una especie 19 

de derecho al olvido digital. Esa omisión es grave en tanto importa soslayar un aspecto relevante 20 

para la resolución de este caso: el carácter de figura celebre, notable, publica de la peticionante 21 

del derecho al olvido digital, quien invoca una afectación de su honor alegando que los ecos 22 

digitales de su pasado mediático reciente le resultan “incomodos”. Por el contrario, no se advierte 23 

que en este caso se configure una real vulneración del derecho al honor que justifique un 24 

sacrificio al interés general como consecuencia de la desindexación de contenido licito, veraz y 25 



 4 

publico en los que la actora voluntariamente participo. Esta es la distinción relevante que debe 1 

formularse al momento de evaluar el reconocimiento del derecho al olvido digital.  Este  solo 2 

puede ser receptado con carácter restrictivo y en modo alguno puede amparar a aquellos 3 

personajes de la esfera pública, que por su propia voluntad generaron contenidos con 4 

intencionada y consciente publicidad, y que luego por el transcurso del tiempo y la mutabilidad 5 

de su estima, capricho o discrecionalidad personal, consideran como vergonzantes y desean 6 

abruptamente sustraer.  Como hemos demostrado en los antecedentes jurisprudencial reseñados 7 

en nuestra presentación, el derecho al olvido es susceptible de entrar en conflicto con otros 8 

derechos como la libertad de información y expresión por lo que será́ necesario ponderar los 9 

intereses en juego en cada caso concreto.  La valoración de los derechos en conflicto debe 10 

estudiarse con detenimiento pues se corre el riesgo de que el derecho al olvido sea utilizado 11 

como un instrumento de censura, función totalmente vetada para este derecho que en ningún 12 

caso permitirá́ la eliminación de información de la red. Esto se debe a que el derecho al olvido 13 

no es un derecho a reescribir la propia historia a nuestro gusto, diseñando un pasado digital a 14 

medida, sino que está pensado para aquellas situaciones excepcionales en las que las injerencias 15 

en los derechos mencionados son desproporcionadas en comparación a los intereses que 16 

protegen la libertad de información y expresión.       17 

 III. PETITORIO: Por todo lo expuesto, solicitamos se tenga presentada la exposición 18 

sinóptica y por cumplido el art. 6 de la Acordada 30/07  19 

Proveer de Conformidad que,   20 

SERA JUSTICIA.  21 

 22 
Pedro A. Caminos            María Lorena González Tocci  23 
Miembro fundador y Presidente de ACEC          Miembro fundadora y Tesorera de ACEC 24 
Asociación Civil de Estudios Constitucionales        Asociación Civil de Estudios Constitucionales 25 
Abogado y Profesor de Derecho Constitucional UBA         Abogada y Profesora de Derecho Constitucional UBA 26 
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